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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Hebert Clavijo, Presidente. 


MIEMBROS: Señores Representantes Mauricio Cusano, Álvaro Delgado, Fernando Longo Fonsalías, 
Adriana Peña Hernández y Carlos Varela Nestier. 


DELEGADO 

DE Señor Representante Carlos Signorelli. 

SECTOR: 

INVITADOS: Licenciado Mario Montemuiño, Vicepresidente; Juan Reymúndez, Secretario y Roberto 
Alonso, Directivo 


SEÑOR PRESIDENTE (Clavijo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Industria, Energía y Minería tiene el gusto de recibir al Vicepresidente de la Asociación de 
Despachantes de Aduana, licenciado Mario Montemuiño, al Secretario, señor Juan Reymúndez, y al 
directivo, señor Roberto Alonso. 


La Asociación solicitó ser recibida para dar su opinión sobre el proyecto de ley relativo a "Mecanismos de 
Importación y Admisión Temporaria", que habíamos agendado para comenzar hoy su tratamiento. 


La intención de esta Comisión era definir a qué instituciones recibir, tanto gubernamentales como 
empresariales, a efectos de comenzar un intercambio en la consideración de este proyecto, compromiso que 
asumimos. 


Los miembros de esta Comisión recién nos hicimos de este proyecto, y el aporte de la Asociación será muy 
importante para esclarecernos en qué compromete la situación de los despachantes de aduana. 


SEÑOR MONTEMUIÑO.- Nuestra Asociación agradece que la Comisión nos haya recibido con tanta 
celeridad. 


Nuestra intención es, fundamentalmente, aportar desde el punto de vista práctico, operativo y técnico, y no 
hablar en contra del régimen, por cuanto entendemos que la admisión temporaria es una forma de dar un 
beneficio real y cierto a las industrias para que puedan obtener una ventaja comparativa con la importación 
directa de materias primas que el país no tiene y que necesita para producir lo que debemos exportar, que es 
la verdadera forma de ingresar divisas al país. 


Cuando la Cámara de Senadores aprobó el proyecto de ley, notamos que había ciertas situaciones que no 
podíamos plantearlas en ese ámbito cuando se trató este proyecto. 


Concretamente, el artículo 1” define el régimen de admisión temporaria, pero está vigente el Código 
Aduanero que es la Ley N* 15.691 de 1984, que claramente define qué es importación e introducción en 
admisión temporaria 


A su vez, el artículo 1* establece que los titulares de actividades industriales podrán usar este mecanismo, 
pero en el país existe desde 1941 y 1943 dos resoluciones del Ministerio de Hacienda de la época vinculadas 
a la introducción en admisión temporaria de otros bienes que no son materias primas ni artículos controlados 
por el Laboratorio Tecnológico del Uruguay, cuya entrada el Poder Ejecutivo se reserva la potestad de 
autorizar, previo al trámite que debe hacerse en la Aduana para su introducción efectiva, y con las garantías 
que normalmente deben tenerse para salvaguardar los impuestos y aranceles que debe pagar cierta mercadería 
en el caso de que no vuelva a salir del país. 


Otro tema que nos preocupa es que no se determinan fehacientemente las potestades o facultades de cada uno 
de los organismos que intervienen en el contralor de las operaciones de admisión temporaria, citados en el 
artículo 3” del proyecto. 


Uno de los problemas que tenemos hace unos años es que no existe una división de tareas, por decirlo de una 
manera más precisa, entre el LATU y la Aduana, ya que se han superpuesto algunos controles y situaciones, 
lo que ha derivado en pequeñas y grandes rispideces en el momento de realizar la última parte del control. 
Los únicos perjudicados en este caso son los organismos, ya que los industriales afectados no saben qué 
organismo los controla. 


El régimen dispuesto en el decreto vigente, N” 381 de noviembre de 2004, llevó a que los controles se hayan 
establecido de tal forma que en el mismo día pueden aparecer, en la misma planta industrial, tres o cuatro 
inspectores del LATU o de la Aduana para controlar lo mismo. Por lo tanto, el propio fisco está perdiendo 
resultados reales, superponiendo controles y agregando costos a la operativa de control y supervisión, que no 
creo que sea la intención. Si bien el régimen que fue derogado -el establecido en el Decreto N* 420 de 1990- 
llevó a que en los últimos años existiera cantidad de dificultades de control, en virtud de la confianza que se 
había volcado en las empresas que utilizaban el régimen, creo que ahora se va al otro extremo. 


Uno de los aspectos que deben dejarse claros en el proyecto es qué controles debe hacer cada uno de los 
organismos, teniendo en cuenta para qué están capacitados realmente. Es decir, el LATU se creó para 
informar y desarrollar las industrias, para utilizar bien las materias primas, para la optimización de sus 
recursos y así competir internacionalmente de manera mucho más adecuada, ya que tenemos un montón de 
dificultades para competir en el exterior. Si el LATU los ayuda y apoya, y con toda la maquinaria y elementos 
de que dispone para hacer los estudios, indica cuáles son las formas para optimizar el uso de esas materias 
primas, podrán lograrlo. El LATU es el organismo que realmente sabe qué consumos podrá tener una 
empresa en el momento de utilizar la materia del producto que exportará una industria, y eso la Aduana no lo 
sabe. Además, hasta hoy el LATU es el organismo que tiene a su cargo la autorización de la admisión 
temporaria y su control. 


La Aduana controla que en el caso de una exportación el producto que se vaya a exportar sea realmente el 
que se indica, en las cantidades y en las formas, pero en ese momento no puede detectar si tal producto 


consume un kilo de algo o si tendría que consumir 800 gramos, como lo determinó el LATU, porque 
corresponde a este organismo. 


Entonces, son pequeños detalles operativos que de alguna manera tendrían que establecerse en el proyecto y 
que no quedan reflejados con la redacción dada en el artículo 3” cuando se estipula "sin perjuicio de la 
competencia que les atribuye la normativa vigente a la Dirección Nacional de Aduanas y a la Dirección 
General Impositiva". Esta expresión "sin perjuicio" deja abierto el camino para que algo que ya se hizo se 
vuelva a hacer de manera diferente, y ahí se producen las voces de la calle. 


También queríamos advertir sobre la situación que se generaría conforme a lo que establece el artículo 4” del 
proyecto, por el que las sanciones dan lugar a la imputación de dos tipos de infracción. Si de acuerdo con el 
artículo 4* "Las empresas que comercialicen en el mercado interno los bienes importados al amparo del 
régimen de admisión temporaria" es similar al contrabando, en este caso, conforme a cómo está planteado, se 
estaría aplicando a este industrial una sanción bastante superior que en la tipificación de contrabando. 
Entonces, debe quedar claro qué sanción quiere el legislador por utilizar mal el régimen; así como se 
establece en el proyecto, la sanción será superior a la que se impone en el caso de contrabando. El proyecto 
establece que se sancionará con una multa de hasta el 100% del valor CIF de la mercadería en infracción, sin 
perjuicio del pago de los tributos de importación, los anticipos, actualizaciones, multas y recargos que 
correspondan. La expresión "multas y recargos que correspondan" es muy abierta. Ese problema ya existe 
con la aplicación del Decreto 381. En la Aduana nos manejamos, a partir de la Ley N* 13.318, con 
determinadas sanciones, que hacen al contencioso aduanero. Si la mercadería no tiene el destino señalado y 
se vende en el mercado interno, el responsable comete defraudación y, por lo tanto, debe abonar el 200% del 
valor de los tributos. 


A su vez, el mismo decreto establece que el LATU impondrá una sanción, de acuerdo con el artículo 94 del 
Código Tributario, que es el que normalmente se aplica cuando se dejan impagos algunos tributos, por 
ejemplo, de la DGI, que en el caso de la importación sería el anticipo de IVA y el COFIS. El artículo 94 
impone una multa del 20% y, además, los intereses capitalizables, de acuerdo con lo que establece el decreto 
que se dicta en determinados momentos del año. Es decir, se suman estas dos sanciones. 


En este proyecto queda un poco más claro que el 100% del valor CIF de la mercadería es la multa, pero 
también que se impondrán anticipos, actualizaciones, multas y recargos que correspondan, lo que no queda 
claro. Deberían quedar más claramente establecidas las multas que el legislador entienda que tienen que 
pagar quienes no cumplan en el caso de declararse el régimen de admisión temporaria. 


Además, desde el punto de vista operativo sería interesante que se definiera en forma precisa quién es el 
responsable de las sanciones que indica el régimen. A su vez, el inciso cuarto dice específicamente que lo 
dispuesto en el inciso segundo -se refiere a las multas- será aplicable asimismo para la faltante de stock, salvo 
caso fortuito o fuerza mayor, siempre que el riesgo se encuentre cubierto por el seguro. Esto lleva a que, 
obligatoriamente, el industrial deba hacer un seguro por la mercadería que está introduciendo en admisión 
temporaria, durante el tiempo que la tiene en la fábrica, para que si le roban, hay un incendio o una tormenta, 
se vea beneficiado con lo que aquí se establece. 


Nos parece correcto que el siniestro deba denunciarse a los organismos competentes. Pero, ¿cuáles son? ¿El 
Ministerio de Industria, Energía y Minería? ¿El LATU? ¿La Aduana? El hecho de no tener claro qué 
organismo actúa en cada momento lleva a que la denuncia se deba presentar un varios lugares para que, en 
caso fortuito o de fuerza mayor, sea válido a efectos de no tener que pagar el 100% del valor CIF más todo lo 
otro. 


SEÑOR REYMÚNDEZ.- De pronto la mercadería no está asegurada o el seguro era por el transporte 
y no por tenerlo dentro de la fábrica. Si ocurre una inundación y se pierde la mercadería, si no hay 
seguro no se puede reclamar. Sería importante que este aspecto se aclarara mejor, porque puede 
ocurrir también que el seguro termine con el viaje marítimo y el ingreso de la mercadería. 


SEÑOR ALONSO.- Quiero reafirmar lo relativo a las multas y a la doble sanción por defraudación 
que mencionaba el señor Montemuiño, que puede llegar a más del 200%, que incluye el total del valor 
CIF y adicionalmente otro 100% que ya estaba en el decreto anterior, pero que el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería lo aplicó por un período y después lo dejó de aplicar, porque hubo 


muchos reclamos judiciales debido a que se sancionaba dos veces por el mismo hecho. Estamos 
hablando de una sanción de más del 200% del valor de la mercadería. Hay que analizar si no se puede 
aclarar que la sanción máxima podría ser de hasta el 100% del valor. Existe la opción de graduarlo, 
pero hay que ver de qué forma se puede hacer, o si vale la pena que quede librado a la reglamentación. 
Hay que ser conscientes de que se trata de una doble sanción muy importante. 


SEÑOR DELGADO.- Agradecemos la presencia de la delegación de la Asociación de Despachantes de 
Aduana. 


Hoy ingresó el proyecto a la Comisión, y ya recibimos a una delegación. Esto tiene el doble valor de que no 
solo vienen a opinar sobre este proyecto de ley, que fue largamente anunciado y esperado, no solo en esta 
Administración. Toda la norma de admisión temporaria está regida fundamentalmente por un decreto, y era 
necesario que tuviera rango legal. Al jerarquizar el marco normativo que regula un régimen como la admisión 
temporaria, que a mi juicio ha sido muy beneficioso para el país, partimos de la base de tratar de hacerlo lo 
mejor posible. Lo que no puede ocurrir es que tengamos que modificarlo al año. Sobre todo en estos asuntos 
importan mucho las reglas claras y lo más permanentes posible. 


Si bien en el proyecto de ley que ingresó en noviembre al Senado, aprobado en mayo con algunas 
modificaciones, se mencionan algunos actores vinculados sobre todo al tema de los controles y las sanciones 
-que seguramente van a ser convocados a esta Comisión para que den su opinión-, nos importa conocer la 
opinión de otros actores involucrados en la operativa de la admisión temporaria, como ser los despachantes 
de aduana; nos enteramos de que en el Senado ellos no habían tenido posibilidad de dar su punto de vista. 


Como dije, este proyecto ha ingresado en el día de hoy y cada uno de nosotros lo va a estudiar con sus 
asesores. Posiblemente empecemos un proceso de invitaciones, desde el Poder Ejecutivo hasta varios 
organismos involucrados en el control de las sanciones y en el usufructo del régimen. A todos les vamos a 
pedir un memorándum que nos ayude a decidir la posición a adoptar en el momento que tengamos que votar 
algunos cambios al proyecto venido del Senado. 


En base a lo que ustedes dijeron, además de la versión taquigráfica, les pedimos un memorándum explicativo 
sobre las sugerencias, o las adecuaciones que proponen al proyecto. Esto va a ser didáctico para, después de 
haber escuchado a todas las delegaciones, hacer una especie de comparativo sobre las diferentes propuestas, a 
fin de ver si en la Comisión hay voluntad política como para hacer algunas modificaciones contemplando 
aspectos que puedan no estarlo. 


Me parecen importantes algunas de las sugerencias que nos han hecho. Vamos a escuchar las demás 
opiniones, no para enlentecer su resolución sino para tratar de abordar el tema con mayor seriedad. Reitero 
que esta norma legal se esperó durante mucho tiempo, y creo que incorporar algunas opiniones que no fueron 
tenidas en cuenta en el Senado no hace otra cosa que enriquecerlo. 


SEÑOR MONTEMUIÑO.- Es muy positivo que exista una ley. Entendemos que el régimen de 
admisión temporaria siempre fue positivo y verdaderamente válido a los efectos de dar ventajas a los 
industriales con intenciones de exportar. Con mucho gusto vamos a enviar un memorándum con toda 
la fundamentación de los puntos que hemos mencionado. Nuestra intención es ser lo más objetivos 
posible, ya que nos debemos tanto al comercio como a la industria y al Estado. Siempre tenemos que 
ser el fiel de la balanza, entre el importador, el exportador y la aduana o los otros organismos que 
intervienen en comercio exterior. 


Nos interesa plantear los temas lo más objetivamente posible, para que no vaya a pensarse que volcamos la 
balanza a favor de un lado o del otro. 


Les agradecemos por habernos recibido y nos ponemos a las órdenes para todas las veces que entiendan 
necesario consultarnos por esto u otros temas que tengan que ver con el comercio exterior o con la industria. 


SEÑOR SIGNORELLI.- Quisiera saber qué porcentaje de los productos que ingresan están 
asegurados. Veo que hay algunas inquietudes, y posiblemente sea por el costo; muchas veces se asegura 
la mercadería hasta su llegada a Uruguay y a partir de ahí queda librada a la suerte. 


Sería bueno que en la propuesta de memorándum realizada por el señor Diputado Delgado se agreguen los 
porcentajes y las cifras de la mercadería que queda asegurada hasta su posterior reenvío, y en cuánto 
encarecería el sistema operativo. 


SEÑOR LONGO FONSALÍAS.- Creo que una vez que contemos con el memorándum -luego de haber 
estudiado con profundidad el proyecto de ley y tener una idea marco- podríamos tener una nueva 
reunión con la Asociación de Despachantes de Aduana para analizar y ver cómo quedaría este proyecto 
de ley. 


Me interesaría que en ese memorándum también figure, bien explicado, la doble imposición de las multas. Si 
bien en estos momentos tomo posesión de una copia del proyecto, veo que en el artículo 4” se habla de una 
multa del cien por ciento del valor CIF, por lo que me gustaría saber cuál es la visión de Asociación al 
respecto. 


SEÑOR MONTEMUIÑO.-- En el primer párrafo del artículo 4” se habla de la infracción prevista en el 
artículo 6” del Decreto-Ley N” 14.629 -que es la defraudación- y en el segundo párrafo se habla del cien 
por ciento del valor CIF, sin perjuicio del pago de los tributos -que es correcto-, de anticipos -se refiere 
al anticipo del IVA y del COFIS-, y de las actualizaciones, que es lo que hoy se utiliza en la Aduana 
cuando se va a abonar una reliquidación, ya sea con o sin sanción. Se actualiza a través de unidades 
reajustables. Por ejemplo, si hubiese correspondido pagar en diciembre de 2005 con la UR a cierto 
valor, y no se hizo, ahora, en julio de 2006, cuando lo vaya a pagar lo tendré que hacer con el valor 
actual de la UR. 


Cuando se habla de multas, se refiere al 20% del artículo 94 del Código Tributario, y en cuanto a los recargos 
que correspondan, se refiere a los recargos mencionados en el Código Tributario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Industria, Energía y Minería agradece la presencia de la 
delegación de la Asociación de Despachantes de Aduana del Uruguay. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


